
DERECHO DE PETICIÓN/ Falta de vulneración/ Análisis del juez de tutela se limita a establecer si las respuestas suministradas son claras y resuelven el fondo del asunto, independientemente de que sean favorables al solicitante 
“(…) esas respuestas sí reúnen las condiciones legales y jurisprudenciales para determinar que no hay de dónde endilgar la trasgresión que se achaca, pues, como viene de verse, se amoldan a los parámetros que giran en torno al núcleo esencial de ese derecho, en atención a que deciden de fondo la cuestión planteada, son claras y precisas y le advierten al participante que inmediatamente se conozca el resultado de la última prueba se publicará en la página web de la entidad, se brindaron oportunamente, o por lo menos dentro del trámite de la presente acción, son congruentes con lo pedido, y se le dieron a conocer, como él mismo lo advierte en su último escrito.

Ahora, que el accionante no esté conforme con la negativa que se le extiende para poder tener los datos requeridos, ello por sí solo, en el caso específico, no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-404 de 2015.
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Acta No. 196 de abril 29 de 2016
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Julián Andrés Rivera Delgado, contra la Procuraduría General de la Nación y el Jefe Oficina Selección y Carrera de la misma entidad.
  



ANTECEDENTES
  



Julián Andrés Rivera Delgado, en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra la Procuraduría General de la Nación, en cabeza del señor procurador Alejandro Ordoñez Maldonado y frente al Jefe Oficina Selección y Carrera de la misma entidad, presidida por Jorge Mario Segovia Armenta, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición.
  



Adujo, en síntesis, que es participante del concurso de méritos convocado por la Procuraduría General de la Nación para proveer el cargo de Procurador Judicial II asignado a la Procuraduría Delegada para la Restitución de Tierras, en la convocatoria 001-2015 que consta de 3 pruebas, la de conocimiento, psicotécnica y análisis de antecedentes; luego de algunas peticiones relacionadas con los puntajes de los demás concursantes que fueron respondidas, elevó otra a la Oficina de Selección y Carrera para conocer los que obtuvieron todos los participantes en la prueba de análisis y antecedentes, pero se le informó que ello aún no era posible por cuanto se encontraban dentro del término de reclamaciones; ante esta respuesta, el día 10 de marzo de 2016, requirió de esa dependencia contestación de fondo con la precisión y/o aclaración de que el objeto de a solicitud era sobre los puntajes provisionales no consolidados, es decir, aquellos que obtuvieron los participantes antes de que se resuelvan sus reclamaciones, pero transcurrido más de un mes, no ha obtenido ningún pronunciamiento sobre el particular. Agregó que desde el 24 de febrero de 2016 no se ha publicado ninguna información en la página web, lo que atenta contra la transparencia y legitimidad del concurso de méritos y que pese a que otras personas han interpuesto acciones de tutela similares con decisiones favorables, la Oficina de Selección y Carrera de la Procuraduría General, persiste en la negativa para el cumplimiento de los fallos.
 



Pidió, por tanto, el amparo deprecado y como consecuencia de ello, que se ordene a la parte accionada suministrarle de inmediato la información pedida, acorde con el derecho de petición formulado el 26 de febrero de 2016. 
  



Se dio trámite a la acción y se permitió a los demandados ejercer su derecho de defensa. Por medio de apoderada judicial, la Procuraduría señaló que dentro de las reglas del concurso, aceptadas por los intervinientes, se estipuló que la consulta y publicación de resultados sería personal; que en el caso concreto, diverso a las otras oportunidades en que sí se dieron a conocer los resultados finales, aún se están resolviendo más de 500 reclamaciones y por ser la última etapa la administración debe ser cuidadosa y respetuosa con los demás aspirantes al momento de publicar los resultados que al final podrían variar; que existe un hecho superado por cuanto el 21 de abril se brindó respuesta a la petición del 10 de marzo de 2016. Trajo colación sentencia proferida con anterioridad en un caso similar en donde se resolvió que no hubo la vulneración alegada, sí, por demás, se aceptó que los resultados de las pruebas serían dadas a conocer de manera personal respecto de cada concursante; citó doctrina sobre el derecho reclamado y pidió negar las pretensiones esgrimidas.
  



Luego de ello, el accionante arrimó un nuevo escrito en el que alude a aquella respuesta y enfatiza en que no hubo respuesta de fondo a lo planteado.
CONSIDERACIONES
  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

  



En este caso, se trata de poner a salvo el derecho de petición de la parte accionante, que no solo se garantiza con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, ni con la simple posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, sino que implica la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna, que, además, sea puesta en conocimiento del interesado, sin que ello suponga, para advertirlo de una vez, que la contestación tenga que ser favorable. 

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”
  



Descendiendo al caso concreto, halla la Sala que no se ha quebrantado el derecho cuya protección se reclama. Así se afirma, como quiera que desde la primera respuesta brindada a la solicitud del 26 de febrero de 2016, en la que ceñida a lo pedido en forma general, esto es, que se informara sobre algunos de los puntajes obtenidos en la prueba de análisis de antecedentes de participantes en la Convocatoria 001-2015, se le indicó al interesado con toda precisión y claridad, que estaba corriendo el término de las reclamaciones y, por tanto, aún no era factible entregar el resultado consolidado de ese factor. 

  



Luego, frente al requerimiento que hizo el accionante el 10 de marzo siguiente, en el sentido de que lo pedido era el resultado provisional, sin consolidar, con mayor suficiencia se le respondió otra vez, explicándole fundadamente el porqué no era posible expedir todavía esos resultados; se le recordó que en las reglas del concurso se halla estipulado que esa clase de informaciones es de carácter íntimo y personal de cada aspirante y se le dieron a conocer las normas que sustentan la situación. 
  



No obstante que el actor insiste en que ese contenido no se ajusta al verdadero sentido del derecho de petición, para la Sala, se itera, esas respuestas sí reúnen las condiciones legales y jurisprudenciales para determinar que no hay de dónde endilgar la trasgresión que se achaca, pues, como viene de verse, se amoldan a los parámetros que giran en torno al núcleo esencial de ese derecho, en atención a que deciden de fondo la cuestión planteada, son claras y precisas y le advierten al participante que inmediatamente se conozca el resultado de la última prueba se publicará en la página web de la entidad, se brindaron oportunamente, o por lo menos  dentro del trámite de la presente acción, son congruentes con lo pedido, y se le dieron a conocer, como él mismo lo advierte en su último escrito.

   



Ahora, que el accionante no esté conforme con la negativa que se le extiende para poder tener los datos requeridos, ello por sí solo, en el caso específico, no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada. Tampoco es apoyo suficiente que un Tribunal Administrativo hubiese concedido un amparo en similares condiciones, pues ese precedente no ata a esta colegiatura que, además, observa que existen otros pronunciamientos de la justicia ordinaria en sentido contrario. 

   



Por tanto, se negará el amparo impetrado. 

  


 
DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo al derecho de petición, solicitado por Julián Andrés Rivera Delgado, contra la Procuraduría General de la Nación y el Jefe Oficina Selección y Carrera de la misma entidad.
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

 Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                        DUBERNEY GRISALES HERRERA  
 







En uso de permiso
� 	Sentencia T-404 de 2015


� 	MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.
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